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CONTRATO DE ARRENDAMIENTO 


Se establece una nueva excepción al plazo máximo establecido 
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Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 19 de mayo de 2010 


(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Jorge Orrico. 


MIEMBROS: Señores Representantes José Bayardi, Gustavo Borsari Brenna, Fitzgerald Cantero Piali, 
Gustavo Cersósimo, Felipe Michelini, Aníbal Pereyra y Daisy Tourné. 


ASISTE: Señor Representante José A. Amy. 


INVITADOS: Señores integrantes de la Mesa Permanente del Congreso Nacional de Ediles, María Delia 
Martínez, Secretaria; José L. Viera, Presidente de la Junta Departamental de Rivera; Alexis 
Bonnahon, Presidente de la Comisión de Legislación; y Andrés Rodríguez, Néstor López 
Arezzo y Amanasi Souza. 


SEÑOR PRESIDENTE (Orrico).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


El primer punto del orden del día refiere a la elección de Vicepresidente pero todavía no hay decisión al 
respecto; el segundo punto es la visita de los integrantes de la Mesa Permanente del Congreso Nacional de 
Ediles, quienes aún no han llegado; en consecuencia, podríamos considerar el tercer punto, relativo a los 
contratos de arrendamiento y sobre el que estuvimos debatiendo la semana pasada. El señor Diputado 
Michelini había quedado en traer una redacción alternativa al proyecto tal cual vino del Poder Ejecutivo. 


Deseo informarles que incluí este punto en la agenda luego de que me llamara el señor Director Nacional de 
Energía, quien me solicitó que para que este proyecto sobre energías alternativas como la eólica o uno similar 
fuera aprobado sería necesario extender los plazos de arrendamiento. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero dejar constancia de que en tiempo y forma hice circular la solicitud que 
me planteara la Comisión de un texto que ordenara el artículo 1782 del Código Civil porque, tal como 
está, con las modificaciones que tiene, resulta un poco desprolijo. 


Luego se me hizo notar que, en la forma en que yo lo había redactado, incorporaba a las excepciones 
forestales lo vinculado con los bienes hipotecados. Por lo tanto, repensando eso, encontré que la mejor 
solución, con la redacción dada que incluye a los forestales, es que luego del párrafo segundo donde dice 
"Exceptúase el arrendamiento de aquellos inmuebles que tengan como destino apoyar una presa o embalsar el 
agua", se agregue "o la generación de energía eléctrica"; luego podría seguir todo igual. De esta forma, no 
nos metemos en el lío de los bienes hipotecados que generaría problemas interpretativos en el tema forestal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De manera que el artículo quedaría redactado de la siguiente manera: 
"Sustitúyese el artículo 1782 del Código Civil en la redacción dada por la Ley_N” 16.603 del 19 de 
octubre de 1994 por el siguiente:". Y luego diría: "El arrendamiento no podrá contratarse por más de 
quince años. El que se hiciere por más tiempo caducará a los quince años.- Exceptúase el 
arrendamiento de aquellos inmuebles que tengan como destino apoyar una presa, embalsar el agua o la 
generación de energía eléctrica; en cuyo caso el plazo máximo será de treinta años". Luego sigue con la 
redacción anterior. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Con el propósito de colaborar con el señor Diputado Michelini, planteamos 
otra alternativa que, en el segundo párrafo diría: "Exceptúase el arrendamiento de aquellos inmuebles 
que tengan uno de los siguientes destinos: A) apoyar una presa o embalsar el agua; B) la forestación de 
acuerdo a lo preceptuado en el artículo 5” de la Ley_N” 15.939 de 28 de diciembre de 1994 y C) la 
generación de energía eléctrica; en cuyo caso el plazo máximo será de treinta años. El que se hiciere 
por un plazo mayor caducará a los treinta años". O sea que modificamos y hacemos un agregado. La 
única ventaja que tiene es darle mayor prolijidad. 


SEÑOR MICHELINI.- Está perfecto y acompañaría la sugerencia del señor Diputado. El problema 
radica en que la última frase del segundo párrafo del texto original del artículo 1782 establecía una 
referencia a los bienes hipotecados y los refería a los incisos segundo y tercero del artículo 2328 que, en 
caso de un plazo mayor, establecía que era necesario pedir autorización al acreedor hipotecario, en el 
entendido de no utilizar los contratos de arrendamiento como una manera de desvirtuar la garantía 
hipotecaria 


Eso estaba referido a los embalses del agua, no al tema de la forestación. Entonces, con la redacción que 
estamos dando para unificar y lograr más prolijidad, me parece que nos metemos en un lío en el tema 
forestal, y me imagino que debe haber decenas de contratos por mayores plazos sin que se haya preguntado 
nunca a los acreedores hipotecarios. Por lo tanto, me parece que la mejor manera de solucionar el tema es 
adoptar la última versión que proponía, asumir que no podemos dejar más prolija la redacción del 

artículo 1782 e igualar la generación de energía eléctrica a apoyar una presa o embalsar el agua. Es una 
sugerencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad no estamos discutiendo el fondo del asunto sino cuál es la 
fórmula técnicamente más correcta. Lo que yo digo es que dadas las dificultades que presenta la 
propuesta del señor Diputado Cersósimo que desde el punto de vista estrictamente de la redacción es lo 
mejor, pero después da problemas de interpretación por las cuestiones que planteaba el señor Diputado 
Michelini, creo que lo más fácil, para salir del paso y que rápidamente la Dirección Nacional de 
Energía cuente con esto, sería agregar "o la generación de energía eléctrica", con lo cual estaría 
incluida. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Esta redacción terminaría expresando que el plazo del arrendamiento de los 
bienes hipotecados se regulará por el artículo 2328, incisos 2” y 3” del Código Civil. 


SEÑOR MICHELINI.- Si lo dejamos, coincido, pero lo que algunos dicen es que la incorporación del 
tercer párrafo del artículo 1782, que fue posterior, que incluye lo forestal, en realidad no se aplica a 
esta referencia al artículo 2328, en términos forestales. Esa es la interpretación que hay; se imaginarán 


que yo no hice un posgrado en este tema y no pretendo hacer una investigación exhaustiva, pero si la 
lógica es incorporar aquellos predios que van a estar destinados para generar energía eléctrica y no 
innovar en lo demás, me parece que la redacción que estoy proponiendo ahora no la que mencioné es la 
que menos daño hace en materia interpretativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a leer el artículo completo, que quedaría redactado de la siguiente 
manera: "Sustitúyese el artículo 1782 del Código Civil en la redacción dada por la Ley N” 16.603 de 19 
de octubre de 1994 por el siguiente:”, porque el artículo 1782 del Código Civil fue modificado por la 
Ley _N” 16.603 entonces, por las dudas, hay que citarlo así. Y la cita seguiría así: "Artículo 1782: 'El 
arrendamiento no podrá contratarse por más de quince años El que se hiciere por más tiempo 
caducará a los quince años.- Exceptúase el arrendamiento de aquellos inmuebles que tengan como 
destino apoyar una presa o embalsar el agua o la generación de energía eléctrica, en cuyo caso el plazo 
máximo será de treinta años. El que se hiciere por un mayor tiempo caducará a los treinta años. El 
plazo de arrendamiento de los bienes hipotecados se regulará por lo establecido en el artículo 2328 
incisos 2” y 3”.- Exceptúase asimismo, el arrendamiento de inmuebles con destino a forestación de 
acuerdo a lo preceptuado por el artículo 5” de la Ley N” 15.939, de 28 de diciembre de 1987, cuyo plazo 
máximo será de treinta años. El que se hiciera por mayor tiempo caducará a los treinta años'". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Propongo al señor Diputado Michelini como miembro informante. 
(Apoyados) 


———Hemos citado a los integrantes de la Mesa Permanente del Congreso Nacional de Ediles, por lo 
que propongo un intermedio hasta que lleguen. 


Se pasa a intermedio. 


(Es la hora 10 y 25) 
———C ontinúa la sesión. 


(Es la hora 10 y 30) 


(Ingresa a Sala la Mesa Permanente del Congreso Nacional de Ediles) 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración tiene el agrado de 
recibir a la Mesa Permanente del Congreso Nacional de Ediles, integrada por la señora Edila María 
Delia Martínez y por los señores Ediles Andrés Rodríguez, Alexis Bonnahon, Néstor López, Amanasi 
Souza y José L. Viera, quienes han pedido una entrevista a los efectos de realizar una exposición 
relativa al anteproyecto de ley interpretativo del artículo 295 de la Constitución de la República, que 
ha sido distribuido entre los señores integrantes de la Comisión. 


SEÑOR BONNAHON.- Antes que nada, quiero decir que soy Edil por el departamento de San José y 
Presidente de la Comisión de Legislación del Congreso. En el día de hoy vengo acompañado de la 
Secretaria de la Mesa, señora Edila María Delia Martínez, del Presidente de la Junta Departamental, 
del Edil José L. Viera, del Edil López y demás integrantes de la Mesa. 


Es un gusto estar aquí y encontrarme con viejos conocidos de otras épocas y algunos de épocas muy 
cercanas, como el Diputado Pepe Amy, el coterráneo Diputado Cersósimo y Gustavo Borsari Bremna. 


Hace mucho tiempo que el Congreso Nacional de Ediles viene trabajando en aspectos que tienen que ver con 
la reforma de la Ley Orgánica Municipal. En el año 1988 presentamos el primer proyecto. Quienes somos 
viejos Ediles termino ahora mi mandato; llevo veinticinco años en esto hemos trabajado bastante en este 
tema. El último anteproyecto lo presentamos en la Comisión de Asuntos Municipales del Parlamento. Debido 
a las cosas que han venido sucediendo en distintas Juntas Departamentales, hemos planteado la posibilidad de 
la reforma del artículo 295 de la Constitución, tema que ya estuvo en el tapete, pero que no tuvo aceptación 
en la ciudadanía porque implicaba muchos aspectos. Hay que reformar muchas cosas, algunas de ellas 
inclusive se pueden hacer por ley como, por ejemplo, la cantidad de Ediles que tiene cada Junta 
Departamental. Pero hay algo que nos ha venido perjudicando desde hace mucho tiempo y es que algunas 
Juntas Departamentales han dispuesto inclusive en base a su propia autonomía, la posibilidad del reintegro de 
gastos que tienen los Ediles. Por lo tanto, viendo las dificultades que puede haber en una reforma de la 
Constitución, toda la discusión que puede llevar y al estar por comenzar una nueva Legislatura que asumirá el 
próximo 9 de julio próximo, es que hemos venido a plantear un proyecto de ley interpretativo del artículo 295 
de la Constitución. 


¿Por qué planteamos esto? Algunos de nosotros como en mi caso no vamos a estar más en la Junta 
Departamental, pero hace muchos años que venimos siendo observados por el Tribunal de Cuentas en 
algunos casos y en otros, no. En todas las Juntas Departamentales se hacen las cosas distintas. En el caso 
concreto de mi departamento, desde el año 1990 al 2000 hicimos una reglamentación de reintegro de gastos 
que fue aprobada por el Tribunal de Cuentas. Fue hecha como el Tribunal quería y así trabajamos durante 
diez años. 


En el año 2000, el mismo Tribunal de Cuentas, los mismos técnicos del Tribunal de Cuentas porque no 
habían cambiado ni siquiera sus autoridades, observó el presupuesto, diciendo que contravenía el artículo 295 
de la Constitución de la República. O sea que tenemos informes diferentes de los mismos técnicos y de las 
mismas autoridades del Tribunal que durante diez años dijeron que no se contravenía dicho artículo. Esto 
lleva a que haya confusiones en la ciudadanía, a que haya perjuicios para los representantes políticos nosotros 
somos el primer eslabón de la cadena política y, en algunos casos, ha habido desviaciones en el manejo de 
facturas por parte de algunas personas que ocupaban cargos de Ediles. En las distintas Juntas 
Departamentales hay varios mecanismos; los señores Diputados los conocen tanto como nosotros. 


Ponemos esto de manifiesto aquí, en una reunión entre colegas políticos, pero más que nada, entre 
representantes de la ciudadanía, como son ustedes, que conocen muy bien cuál es el funcionamiento de las 
Juntas Departamentales y qué cosas se necesitan para poder funcionar en departamentos que, a veces, son 
muy grandes, porque hay que cubrir todo el departamento y cada uno de nosotros tiene trabajo y familia. Pero 
por el solo hecho de tener una vocación de servicio y dedicarnos a la tarea política, muchas veces, por 
pequeños detalles, por interpretaciones erróneas o por malas intenciones de algunos, estamos en la palestra 
pública y muchos de los compañeros han tenido que terminar en los Juzgados declarando sobre cuestiones 
que creemos se podrían haber solucionado solamente con buena voluntad política. 


Nosotros ya hemos visitado a todos los dirigentes políticos de los partidos; hemos estado con el Directorio 
del Partido Nacional, con representantes del CEN del Partido Colorado, con el Presidente del Frente Amplio, 
el ingeniero Brovetto y con representantes del Partido Independiente. O sea que hemos recorrido todos los 
partidos políticos planteándoles nuestra inquietud y que sería posible una definición antes de que se iniciara 
esta Legislatura, antes de que empezaran a discutirse los presupuestos o durante su discusión. Tenemos hasta 
mayo del año próximo para presentar los presupuestos de las Juntas Departamentales y, de esa manera, se 
podrían solucionar algunas cosas. 


Más allá de lo que puedan agregar los compañeros, queríamos poner este tema en la agenda política de los 
señores Diputados. Es algo que nos concierne absolutamente a todos: a todos los partidos políticos y a todos 
aquellos que, de alguna manera, también pasamos por las Juntas Departamentales, sobre todo tratando de 
hacer un trabajo de representación, de contralor o legislativo, pero que, muchas veces, hemos visto que el 
sistema ha sido injusto para con los Ediles departamentales. Los Ediles de Montevideo Junta que tiene 
algunas reglamentaciones que vienen de muchos años y otras que fueron observadas tienen una diferencia 
con otros que cumplen la misma función en otros departamentos, pero que no tienen absolutamente ningún 
tipo de reintegro de gastos, por lo que en otros lugares tienen sistemas distintos. Nosotros queremos que haya 
un sistema que sea aprobado por el Tribunal de Cuentas, que lo acatemos y que cada Junta Departamental 
pueda fijar el sistema y el monto de reintegro de gastos, pero que esté aclarado que eso no contraviene el 


artículo 295 de la Constitución de la República, porque no es un sueldo, no es una remuneración. 
Sencillamente se trata de que, de alguna manera, pueda ser reintegrado aquello que cada uno de nosotros 
invierte en cumplir con nuestra función. 


A grandes rasgos esto es lo que queríamos plantear. Estamos dispuestos a contestar las preguntas que nos 
quieran hacer. Agradecemos muchísimo a la Comisión que nos haya recibido. Este fue uno de los primeros 
ámbitos que visitamos en los años 1985 y 1986, cuando teníamos que revalidar muchísimas cosas que venían 
de tiempo atrás por las Juntas de Vecinos. En aquel entonces vinimos a asesorarnos con nuestros hermanos 
mayores del Parlamento. Siempre hemos encontrado en esta Comisión y en la institución Parlamento el 
apoyo para las distintas cosas que hemos venido planteando. 


Ahora como Congreso de Ediles tenemos personería jurídica, porque otra de las cosas que también está en el 
debe es que no tenemos legalidad desde el punto de vista del reconocimiento jurídico, como sí lo tiene el 
Congreso de Intendentes. Entonces, desde al año 2002 tuvimos que ver la forma de conformar una asociación 
civil. Tenemos personería jurídica y cumplimos con todos los requisitos de una asociación civil en defensa 
del funcionamiento del Congreso Nacional de Ediles a de todo el país. 


SEÑOR LÓPEZ.- Solo querría agregar algunos detalles, pues Alexis ha explicado bien lo relativo a las 
reuniones que mantuvimos con las diferentes Comisiones y con los partidos políticos. 


Donde más se nota esta desigualdad del reintegro es en los grandes departamentos, es decir, Rivera, Artigas, 
Cerro Largo. A veces, los vecinos nos llaman y nos dicen que no hay coches disponibles y que hay que 
trasladarse 500 kilómetros para ir y para volver por caminos horribles. ¿Qué pasa con ese gasto? Que el Edil 
que no tenga cómo sustentarlo excepto un jubilado que cobre bien o alguien que tenga un buen pasar, no 
podrá adelantar nada para solucionar ese tema. Es ahí donde más se nota el reintegro de los gastos. Un Edil 
de Artigas que deba concurrir a Bella Unión a realizar un trámite la distancia es muy grande no podrá hacerlo 
si no hay reintegro razonable de los gastos que se realizan para cumplir con sus funciones. 


Queremos explicar bien qué entendemos por reintegro, pues entendemos que no podemos disponer de horas 
particulares para cumplir la función de Edil. ¿Por qué digo esto? Porque en una reunión que mantuvimos con 
otra Comisión del Poder Legislativo concurrieron dos compañeros que perdieron dos días de trabajo son 
empleados privados porque en sus respectivos empleos no les daban ese tiempo libre. 


Hay momentos difíciles para algunos Ediles, por lo que queremos que esta sea algo práctico y honorable, no 
honorífico, para poder cumplir con una función para la que nos ha designado el pueblo, pero que a veces no 
se puede llevar a cabo porque no existen condiciones económicas. 


Queremos aclarar el porqué de esta lucha por el reconocimiento del reintegro de los gastos de quien 
realmente está trabajando en la Junta Departamental. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Reafirmando lo manifestado por los compañeros, quiero decir que 
entendemos que el sistema político debe solucionar esta injusticia histórica que se ha tenido con los 
Ediles. Este no es un problema nuevo, y afecta a todo el funcionamiento del sistema democrático. 


Recién terminamos de celebrar elecciones departamentales, y muchos de los nuevos Ediles que asuman sus 
cargos seguramente no podrán cumplir cabalmente con las funciones para las que fueron electos porque no 
tienen las herramientas para hacerlo. 


Nosotros, que pertenecemos al departamento de Artigas, tenemos muchos pueblos para visitar y tareas para 
realizar, pero la mayoría de las veces no podemos hacerlo. Eso genera mucha frustración porque hay ganas de 
trabajar, pero no están las herramientas para hacerlo. 


A veces, desde afuera se puede apreciar que el Edil tiene algún beneficio, pero la realidad es que la mayoría 
de nosotros paga para serlo. Si quien ocupa el cargo de Edil es un trabajador privado, debe dejar su actividad 
para atender estas funciones, y si es un funcionario público, aunque no le descuenten el día de trabajo, 
también se verá afectado en su carrera funcional a la hora de concursar debido a las continuas inasistencias 
que ha tenido. 


Esta es una situación que amerita ser solucionada. 


Me parece muy correcto el enfoque que ha dado el señor Bonnahon al planteamiento. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- Apoyo y hago mía la postura de mis compañeros. Luego de quince años como 
Edila, voluntariamente decidí no postularme nuevamente para el cargo. 


Entiendo que muchos de los Ediles que han sido electos en mi departamento, Flores, tienen una condición 
humilde, y tal vez por no tener auto o trabajar en una empresa privada no podrán cumplir con las funciones 
para las que fueron electos. 


El fin que nos ha movido y por el que hemos tratado de utilizar todos los resortes buscando apoyo es que al 
Edil se le reintegren sus gastos para que no deba poner dinero de su bolsillo como lo hemos hecho nosotros 
para viajar o asistir a este tipo de reuniones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A nivel personal entiendo perfectamente el tema dado que en 1984 fui electo 
Edil; en ese momento mi partido me pidió que concurriera a la Junta Departamental y yo le dije que 
no podía hacerlo porque tenía una familia que mantener, por lo que puede asistir muy pocas veces. Esa 
es la cruda realidad. 


El artículo 295 de la Constitución, que se pretende interpretar, establece que los cargos de Ediles y de los 
miembros de las Juntas Locales son honorarios. 


Aquí hay una vieja discusión, y un día habría que mirar la historia del país porque esa disposición tiene 
nombre y apellido, gente que no quería descentralizar por nada y, entre otras cosas, comenzó a complicar la 
vida a los Ediles. 


No entiendo hasta dónde llega esto porque en el proyecto de ley interpretativo del artículo 295 se afirma: " 
[...] no impide al titular de esos cargos percibir partidas [...] destinadas al reintegro de aquellos gastos en que 
incurra a efectos del pleno cumplimiento de sus funciones. [...]". Esto es muy claro: si soy Edil de Paso de los 
Toros y debo ir a las localidades del departamento o a una sesión de la Junta Departamental de Tacuarembó, 
incurriré en gastos. Esto en Tacuarembó nunca lo resolvieron porque cada Edil tiene tres pasajes, y nada más. 
De todas maneras, los gastos que hace un Edil en el cumplimiento de su función no pueden ser considerados 
sueldo; jurídicamente no es así. 


Entonces, no entiendo hasta dónde llega esta interpretación porque lo que dice es algo que debería estar 
aceptado por todos: si a alguien le reintegran un gasto no importa cómo lo documente después, claramente no 
es sueldo. Si a un individuo se le adjudica el pasaje de ómnibus para poner un ejemplo muy concreto entre El 
Carmen y Durazno, evidentemente eso no es un ingreso sino la reposición de un gasto. Por eso no entiendo 
bien en qué colabora esto a los efectos de lo que ustedes están planteando. Si el Tribunal de Cuentas objeta 
que alguien presente un pasaje y se lo paguen, me parece que hemos perdido la chaveta; perdonen que utilice 
esta expresión tan chabacana, pero es muy gráfica. 


Reitero: no entiendo en qué ayuda esto. Yo estoy dispuesto a colaborar en lo que pueda. Es más: considero 
que en una democracia ningún cargo público puede ser honorario porque eso permite que solo puedan 
ejercerlo aquellos que tienen tiempo o dinero. En una oportunidad yo no pude ejercer un cargo porque tenía 
familia, hijos a cargo, aunque me hubiera gustado hacerlo. 


De manera que esa es la pregunta: ¿cómo valoraron que esto que, en realidad, es casi tautológico, puede 
ayudar a solucionar esta situación? 


(Se autoriza la intervención del señor Representante Amy) 
SEÑOR AMY.- Conocemos este tema bastante de cerca. 
Lo que mencionaba el señor Presidente es correcto; nosotros siempre hicimos la misma interpretación. Lo 


que sucede es que el Tribunal de Cuentas no lo entendió así dado que, a lo largo de la misma Administración, 
han existido criterios total y absolutamente disímiles. Tanto es así que en una oportunidad se logró que el 


propio Tribunal enviase un protocolo relativo a cómo debía ser la redacción a los efectos de contemplar la 
recomposición de los gastos. La mayoría de las Juntas no todas, que cobraban partidas compensatorias, 
adhirieron a esa resolución. Pero en el año 1999 se envió una nota por la que quedaba sin efecto el criterio si 
mal no recuerdo era la Ordenanza N* 192 por el cual hasta ese momento cobrábamos, legalmente, la mayoría 
de los Ediles. A partir de esa Ordenanza todas las Juntas que pagaban teniendo en cuenta ese criterio pasaron 
a ser ilegales. Ese es el papel del Tribunal de Cuentas 


De ahí en más, los informes que se envían mensualmente dependen del criterio del contador delegado del 
Tribunal de Cuentas. 


Además, en esto empezó a jugar otro elemento: aquellos Jueces Letrados que creen que la exposición pública 
y la televisión pueden constituir mérito en la carpeta a la hora de ascender. Y empezamos a ver cómo una 
cantidad de Jueces, sin mucho criterio, comenzaron a hacer desfilar a distintos Ediles de diferentes Partidos, 
sometiéndolos al escarnio público. En esto los partidos políticos quiero decirlo no hemos sabido ser lo 
suficientemente solidarios con nuestros soldados de primera línea, es decir, con los Ediles. Lo digo 
estrictamente desde el punto de vista de mi colectividad política; cada uno sabrá cómo reacciona ante esto. 
Creo que los Ediles hemos sido bastante solidarios, sin importar los colores, y hemos tratado de preservar la 
figura del Edil y la institución Congreso Nacional de Ediles, que nos dio mucho trabajo construir. 


En esto también ha sido muy complicado el tema. Hasta no hace mucho tiempo, varios Ediles de Canelones, 
inclusive el Presidente o la Presidenta ordenadora del gasto, tuvieron una espada de Damocles sobre su 
cabeza: con absoluta y total falta de criterio y con una prepotencia pocas veces vista dudo de que se someta a 
un delincuente a esas maneras, los hicieron desfilar por los Juzgados ante una presunta denuncia por pago a 
Ediles titulares de una partida compensatoria de gastos. 


De manera que nosotros siempre entendimos el criterio que el señor Presidente esgrime. Lamentablemente, 
en otros lugares no lo han entendido y esa es la razón por la cual tienen que tratar de lograr la máxima 
transparencia para adoptar un criterio que sea operativo para todas las Juntas. Este no es problema de partidos 
políticos sino de compañeros que tienen la responsabilidad de ser los ordenadores primarios del gasto en una 
Junta Departamental. Nosotros no podemos someter a ningún Edil ni a ningún Presidente de Junta a una 
situación en la cual esté temblando ante la duda de si el gasto que ordena para recomponer las partidas a los 
Ediles será un argumento para que sea convocado a la sede judicial. Por lo tanto, sería bueno que tomáramos 
nota de esto. 


También hay otro tema que me parece importante. Lamentablemente, cuando uno es Edil tiene pocos lugares 
donde "pastear y rascarse"; esa es la cruda realidad. Todos tratan de hacer del Edil el estropajo en el que 
puedan canalizar muchas frustraciones; esa es la verdad, la cruda realidad. Esto lo dice alguien que hasta el 
13 de febrero estaba del otro lado del mostrador; por eso puedo hablar con mucha propiedad sobre el tema. 
No estoy diciendo que este sea el caso de alguno de los que están acá; parto de la base de que si todos 
estamos ocupando el tiempo en recibir y escuchar a los compañeros es porque estamos interesados en el 
tema. Lo digo porque, lamentablemente, muchas partes del sistema político ven en el Edil que pueda percibir 
una remuneración y que desarrolle un trabajo adecuado a su función un potencial enemigo para la elección 
siguiente; esa es la cruda verdad. Insisto: no digo que ese sea el espíritu que prime acá, pero todos somos 
políticos y sabemos que en muchos casos, cuando en algún departamento hay algún Diputado que no está 
haciendo bien las cosas y aparece un Edil que tiene un buen perfil, un buen desempeño y un buen trabajo, si, 
además, tuviera una remuneración adecuada a su función, indudablemente sería un potencial competidor en 
la elección siguiente. 


SEÑOR BONNAHON.- La consulta que plantea el Presidente de la Comisión que ha sido elocuente en 
su razonamiento, tan sencilla y fácil de entender, es la misma que nosotros nos hacemos cada vez que 
tenemos que elaborar un presupuesto. Es la misma que nos hicimos quienes fuimos Presidentes de una 
Junta Departamental cada vez que tuvimos que ordenar el gasto de reintegro, por ejemplo, de 
combustible, ya sea mediante la presentación de la boleta, de una declaración jurada o de otros 
mecanismos; inclusive, el TOCAF establece cómo se debe rendir cuentas y retribuir los gastos. 


Entonces, todos nos hacemos las mismas preguntas: ¿cómo no es posible? ¿Por qué lo observan? ¿Por qué 
observan a unos sí y a otros no? ¿Por qué algo estuvo bien durante diez años y se cambió al año siguiente? 


¿Por qué dejaron sin efecto una circular los mismo técnicos y las mismas autoridades del Tribunal de 
Cuentas, e hicieron otra diciendo absolutamente lo contrario? 


Muchas Juntas han analizado el TOCAF tratando de ver cómo rinden cuentas otros funcionarios. Por 
ejemplo, los empleados de la DGI lo hacen mediante una declaración jurada de los kilómetros que hacen en 
su vehículo particular y se calcula a razón de un litro de nafta cada cinco kilómetros. Eso ya está arreglado y 
se hace así en varios organismos del Estado. Inclusive, algunas veces las Intendencias Municipales utilizan 
este mecanismo para liquidar los gastos de los funcionarios. Sin embargo, no sucede lo mismo en la Junta 
Departamental, que tiene autonomía para su presupuesto. Inclusive, tiene más autonomía que el Intendente 
para elaborar su presupuesto puesto que por el solo hecho de hacerlo y enviarlo al Ejecutivo, este lo tiene que 
incluir y financiar. Siempre se ha seguido el criterio de utilizar entre un 3% y 4% del presupuesto general, 
pero si alguna Junta Departamental quisiera elaborar un presupuesto que llevara el 20% del presupuesto 
quinquenal, el Intendente no tendría forma de decir "no". Sin embargo, cuando tenemos que retribuir gastos a 
funcionarios públicos porque así considera la legislación a los Ediles vienen las observaciones del Tribunal 
de Cuentas y, por ahí, algún Fiscal acusa que se están violando las normas de Derecho por informes del 
Tribunal de Cuentas que, además, se hacen públicos. 


También hay otro planteo que tiene que ver con la intención de la Dirección General Impositiva de descontar 
IRPF al reintegro de gastos. Ha habido varias consultas al respecto. Hay un ejemplo concreto de la ciudad de 
Rivera. Nosotros, en San José, hace casi dos años que estamos esperando la respuesta de la DGI ante una 
consulta que le hicimos en cuanto a si se tiene que pagar IRPF por una retribución de gasto de combustible o 
si se toma como un ingreso y se puede pasar a la franja en la que es imponible el IRPF. 


Los empleados públicos, si son Ediles, tienen una situación distinta a la de los empleados privados. Siendo 
ciudadanos iguales y con igual desempeño de función, un Edil, por el solo hecho de ser funcionario público, 
tiene una ley que lo protege y le permite faltar a su trabajo. En el caso del empleado privado y el 
independiente eso no ocurre. 


Esas son las preguntas que nos hemos formulado durante años. He desfilado muchos años por el Parlamento 
buscando soluciones, muchas veces a través del Congreso Nacional de Ediles a partir del año 2002, cuando 
obtuvimos la personería jurídica y fuimos institucionalizados. Siempre hemos estado preocupados por 
aquellos que tienen la tarea tan noble de representar a la gente y deben tener independencia mucho más que 
libertad para cumplir su función. Están representando a la gente, controlando al Poder Ejecutivo y legislando 
desde una banca de la Junta Departamental muy modesta y sufriendo un tratamiento distinto e injusto porque 
solo tienen posibilidades de desempeñar bien su tarea si tienen un buen pasar económico o son empleados 
públicos. 


El señor Diputado expresaba que no pudo desempeñar bien la función que el pueblo le había conferido a 
través de un partido político porque tuvo que darle prioridad a su familia. Muchos de nosotros hemos dejado 
cosas por el camino para desempeñar esta tarea; muchísimas cuestiones personales o familiares. Posponemos 
situaciones que muchas veces ameritan mayor atención en la familia y los hijos para dedicarnos al 
compromiso que asumimos cuando nos proclaman en la Junta Electoral del departamento. Más allá de ese 
orgullo de ser representantes electos por la gente, sobre todo aquellos que vinimos desde 1985, conociendo 
qué había sucedido antes, nos encontramos con la realidad de que a igual función, se da distinto tratamiento y 
diferentes derechos. 


Esa es la razón por la que queremos poner el tema sobre la mesa. No sé si esta es la redacción que 
corresponde; no sé si debe redactarse un proyecto de ley, pero sí creo que este tema debe estar en su agenda 
porque a partir del 9 de julio, cuando asuman los nuevos Ediles, van a ver la realidad. Los más veteranos 
tenemos el lomo como bolsa de carozo de recibir palos durante tantos años en la Administración Pública 
siendo, precisamente, las Juntas Departamentales las más castigadas durante muchísimos años. Eso también 
ha ocurrido con el Parlamento porque la gente no sabe todas las cosas que se hacen en este ámbito de 
discusión, de análisis, de trabajo y de acuerdos. Lo mismo ocurre en las Juntas Departamentales: siempre se 
publica lo que vende en los titulares de los diarios, lo que es tapa, lo panfletario. Por eso nos juzgan, sin tener 
en cuenta lo que hacemos. 


Nosotros tenemos las mismas dudas que ustedes. Vemos esto como una cosa muy sencilla y, sin embargo, es 
tan difícil de resolver. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Creo que todo el sistema político está en un debe con este asunto. Lo que 
tenemos que hacer es ponernos a trabajar rápidamente. 


Conozco muy de cerca la situación de Montevideo porque fui Edil de este departamento durante cinco años. 


Comparto plenamente lo que decía el señor Presidente pero, a veces, llegamos al absurdo de que el Tribunal 
de Cuentas observa los vales de combustible que ni siquiera son dinero en efectivo; son papelitos con los que 
uno va a la estación de servicio, carga el auto y recibe una boleta oficial que se rinde en la Junta. No hay plata 
en el medio, sin embargo, es observado como si fuera un ingreso; y no creo que nadie consuma combustible. 
De todos modos, es observado como un gasto. 


Bajo ese formato tenemos un montón de complejidades que hacen que caigamos en situaciones increíbles y 
absurdas. Por ejemplo, en el caso de Montevideo, quienes el próximo 8 de julio ocupen las bancas, van a 
estar obligados a abrir una empresa unipersonal para poder pagar a sus colaboradores y se van a ver 
expuestos, como fuimos nosotros, a funcionar como una empresa sin tener, como en mi caso, el más mínimo 
conocimiento de lo que es y tener que renovar planillas en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. En 
caso de atrasarse un día, se aplica una multa que tiene que paga el Edil, que es el titular de la empresa; no la 
paga la Junta Departamental. Obviamente, conformamos nuestra Secretaría con personal de confianza pero 
ha habido casos en que se tuvo que cambiar a un Secretario, quien se presenta en el Ministerio, lleva adelante 
un juicio contra el Edil porque le cortó el contrato unilateral y hay que pagar el despido; y eso sale del 
bolsillo del Edil, no de la Junta Departamental. También conozco casos de amigos del interior que son 
absurdos como, por ejemplo, el de no poder contar con una computadora, tener acceso a Internet o de 
disponer de una pequeña oficina para poder desarrollar el trabajo. 


Creo que esta discusión debe estar sobre la mesa y abarcar no solo el tema de los gastos aunque este, por 
supuesto, es el que más nos impacta. 


Comparto lo que se decía en cuanto a que cada vez que pasa algo negativo ocupa la tapa del diario y el que 
pierde es el sistema político. Porque el edil de cualquier Partido o departamento es observado aunque sea 
totalmente legal lo que hizo, por ejemplo, si llenó el tanque del auto y si sale en la tapa del diario, le hace mal 
a todo el sistema político, aunque no sea una cosa ilegal. 


Asimismo, los Ediles están sometidos a prohibiciones contractuales: no pueden ser funcionarios de la 
Intendencia ni ser contratados por empresas que contraten con la Intendencia. Eso está bien, son 
prohibiciones adecuadas y correctas, pero lo que no está bien es que, por otro lado, sean honorarios y ocurran 
todas estas cosas. 


A partir de julio vamos a caer en otro contrasentido: los Alcaldes van a cobrar sueldo y los Ediles no. 
Además, a mi entender, los Alcaldes contravienen el artículo 295, que es claro cuando se refiere a los 
miembros de las Juntas Departamentales y Juntas Locales. ¿Qué son las Alcaldías y los Municipios si no unas 
Juntas Locales a las cuales les hemos cambiado el nombre? 


A los Concejales les va a ocurrir lo mismo que a los Ediles: vamos a tener cuatro Concejales honorarios pero, 
seguramente, se va estipular algunas partidas para resarcir los gastos. Por lo tanto, vamos a caer en una 
situación como esta en la que intervendrá el Tribunal de Cuentas. 


Creo que este es un tema en el que tenemos que trabajar y que también deberíamos analizar en conjunto con 
el Tribunal de Cuentas, estudiando algunas cuestiones que éste aplica con criterios diferentes según las 
realidades. 


No sé si la redacción que propone el Congreso Nacional de Ediles es la adecuada; quizás sí, o tal vez 
debamos proponer una alternativa, pero lo que sí es claro es que no pueden existir las diferencias que hay 
entre las Juntas. Aquí hay Ediles de distintos departamentos y estoy seguro de que tienen diferentes 
realidades en cuanto a resarcimiento de gastos y a funcionamiento. No puede ser que en una República, como 
la nuestra, desempeñemos las mismas funciones, los mismos cargos, y tengamos situaciones distintas según 
los departamentos. 


La vía de la ley puede ser una buena solución. Yo también creo seguramente la mayoría no comparta esto 
conmigo que hay discutir el número de miembros de las Juntas Departamentales. En la Constitución se 


establece que se puede hacer por ley no hay que reformarla para eso, y me parece que debemos ir a una 
adecuación de la cantidad de miembros de la Junta Departamental y tener los elementos básicos, necesarios e 
imprescindibles para el desempeño de la tarea. Siempre ponemos como ejemplo a los amigos de Flores, que 
tienen tan pocos ciudadanos y poseen treinta y un Ediles, igual que Montevideo con un millón de ciudadanos. 
Quizás se pueda plantear una variante analizando ese tema, proponiendo determinada cantidad de Ediles 
según el número de ciudadanos del departamento, pero con las condiciones de trabajo adecuadas. Me parece 
que por ahí puede estar el camino, que debemos ponernos a trabajar, y estoy seguro de que el Congreso 
Nacional de Ediles, con las autoridades actuales y las que vengan, también va a estar a disposición para 
trabajar y avanzar en estos temas. 


Quería decir esto porque realmente este es un tema que sentimos de cerca. 


SEÑOR MICHELINI.- En primer lugar, agradezco la presencia de los invitados, a muchos de los 
cuales ya conocíamos, y estamos al tanto del trabajo del Congreso Nacional de Ediles. 


No voy a fijar posición en esta reunión ya que me parece que estas instancias tienen, fundamentalmente, el 
objetivo de interiorizarnos sobre los puntos de vista de quienes nos visitan. 


Específicamente en cuanto al proyecto que el Congreso Nacional de Ediles está planteando, mi pregunta va 
en el sentido de si ellos evaluaron reflejar en una ley la circular que el Tribunal de Cuentas pacíficamente 
aceptó durante diez años como un mecanismo válido de rendición de gastos. Por la información que tengo, 
nadie cuestiona el hecho de que si alguien gasta para la Junta o para cumplir la función, se le devuelva el 
dinero, pero el lío está cuando se pasa a un segundo escalón para analizar qué método es el correcto o 
adecuado. Mi temor es que un artículo, tal como está propuesto aquí, en realidad no resuelva el problema, 
porque se va a volver a discutir el mecanismo, y la autonomía de Fiscales y Jueces es parte del sistema 
democrático. En otras instancias el Parlamento ha sido inequívoco con proyectos del Poder Ejecutivo en 
cuánto a cómo se debe interpretar una ley, y luego del Poder Judicial, por una razón u otra, lo interpreta de 
diferente forma. Entonces, mi pregunta apunta a si han evaluado esto y si pudieran alcanzar a la Mesa de esta 
Comisión la circular del Tribunal de Cuentas que citaron. 


SEÑOR BONNAHON.- Como se darán cuenta, en este tema venimos trabajando desde hace bastante 
tiempo; inclusive hemos mantenido reuniones con el propio Tribunal de Cuentas, a veces en nombre de 
alguna Junta Departamental y otras a nivel del Congreso Nacional de Ediles, y le hemos marcado todas 
estas diferencias de opinión que se han tenido. 


El señor Diputado Amy tiene los elementos, porque estuvo trabajando en ellos hasta hace poco tiempo; me 
refiero a la circular del Tribunal de Cuentas, los antecedentes que se tienen de él y los distintos mecanismos 
que ya están previstos a nivel de la Administración Pública. 


El TOCAF regula de qué forma y cómo se pueden reintegrar los gastos de los funcionarios públicos; utilizar 
los distintos mecanismos que se tienen, podría ser una forma, que sea igual para todos. Ya hay cuestiones 
establecidas de distinta manera, como en la Junta Departamental de Montevideo, donde existe el reintegro de 
gastos por Secretaría y por mecanismo de vales de combustibles, y otro tipo de reintegro, como gastos de 
teléfono y demás. En algunas Juntas Departamentales se aplica el sistema, que fue aceptado y reglamentado 
por el Tribunal de Cuentas del año 1990, de reintegro de gastos de combustible mediante declaración jurada, 
y lo que marca el TOCAF en cuanto a la contratación de un vehículo por parte del organismo. Hay otras 
Juntas Departamentales que lo hacen en base a boletas de gastos ya establecidas por un tope y reglamentadas, 
teniendo en cuenta si se vive fuera de la ciudad capital o en ella. Hay otras, como la de Flores, Lavalleja y 
Maldonado, que no tienen absolutamente nada y los Ediles deben poner dinero si quieren ir a un pueblo o 
constatar una situación enmarcada en cualquier parte del departamento. Tienen que hacerlo utilizando su 
propio peculio o conseguir algún vehículo de la Intendencia o de la Junta Departamental, si es que esta puede 
proveerles uno, ya que por lo general tienen uno solo, y a veces queda a criterio de la Mesa decidir para qué 
el Edil está pidiendo el vehículo. Y tal vez si el Presidente de la Junta es oficialista le niegue el vehículo 
porque, seguramente, lo querrá para constatar alguna irregularidad y luego hará una denuncia pública ante la 
Junta Departamental. Esto es lo que yo decía hoy en cuanto a la independencia o la no dependencia desde el 
punto de vista político para cumplir su función. El reintegro de gastos al Edil le da libertad e independencia. 


Nosotros no establecemos cuál debe ser el mecanismo; probablemente haya que estudiar con los técnicos del 
Tribunal de Cuentas cuál sea el mejor. En cuanto a los montos probablemente también tengan que ser 
proporcionales al tamaño del departamento y al número de habitantes, al igual que los integrantes de las 
Juntas Departamentales. Nosotros también creemos que hay que modificar la cantidad de Ediles que tiene 
cada Junta Departamental, y tenemos varios ejemplos, ya que lo hemos venido analizando durante 
muchísimos años. Es decir que el mecanismo, al igual que la redacción de una ley interpretativa, podrá ser 
modificado y mejorado; nosotros lo que hicimos fue establecer una base de discusión para no venir con las 
manos vacías y solamente decir cuál era nuestra idea. Sin duda que también habrá que debatir con los 
técnicos del Tribunal cuál es la mejor forma. 


El mecanismo que hemos buscado ahora, que han adoptado varias Juntas Departamentales, es que cada vez 
que observan el Presupuesto quinquenal, como hubo una interpretación de la Constitución y ahora, por el 
artículo 225 de la Constitución también tienen que elevar antes no era obligación el Presupuesto al Tribunal 
de Cuentas y sujetarse a él, cuando nos observan del Tribunal hacemos lo mismo que se hace en el caso de 
los Gobiernos departamentales, que es mandar a la Asamblea General, no aceptando la observación, y ahí 
queda firme el Presupuesto de la Junta Departamental. ¿Qué pasa con el Tribunal de Cuentas? Todas las 
veces que se ordena un gasto, lo observa, y cada vez que hay una modificación presupuestal vuelve a poner 
en el tapete el razonamiento de que se contraviene con el artículo 295 de la Constitución. 


Nosotros tenemos todos los elementos y antecedentes, con informes del Tribunal, pero también los tiene el 
señor Diputado Amy, quien se los puede hacer llegar. Creemos que se podría trabajar en este tema, y tanto 
esta Comisión de Legislación como la nueva están a la orden para ello. 


SEÑOR MICHELINL- Me imagino que el Diputado Amy no integra la delegación del Congreso 
Nacional de Ediles; por lo tanto, corresponde formalmente que dicho Congreso presente los 
antecedentes. El señor Diputado Amy lo hará o no lo hará, según su voluntad. 


SEÑOR BONNAHON.- Nosotros los vamos a enviar oficialmente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que esta reunión ha sido muy útil para todos, más allá de volcar las 
frustraciones que tenemos, porque también eso hace bien. 


SEÑOR LÓPEZ.- Agradecemos a la Comisión por habernos recibido pero antes de retirarnos quiero 
recalcar solo un detalle. Esto como dijo el señor Diputado Cantero Piali no es lo que nosotros 
queremos; solamente es un borrador para que ustedes lo estudien, lo modifiquen y para que conozcan 
las necesidades que tendrán las nuevas Juntas dentro de poco tiempo. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- En nombre de la Mesa Permanente y del Congreso Nacional de Ediles quiero 
agradecerles por habernos recibido. Junto al Edil Bonnahon hemos luchado para que los que vienen 
puedan desenvolverse más fácilmente que nosotros. 


Para finalizar, me gustaría contarles que yo trabajaba en forma particular, soy profesional, y muchas veces 
tuve que dejar mi consultorio, mis hijos, cerrar en rojo con tal de cumplir durante quince años con el cargo de 
Edil que tanto me gustó. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Naturalmente, este es un tema que preocupa a todos pues reaparece 
periódicamente. 


En nombre de la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración les agradecemos 
su presencia y quedamos a las órdenes. 


(Se retira de Sala la Mesa Permanente del Congreso Nacional de Ediles) 


(Se suspende la toma de versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


